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Abstract: La prohibición contenida en el art. 16 de la L.C.Q., en cuanto a la realización de actos gratuitos o que importen alterar la situación de los acreedores por causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo, rige desde el mismo día en que se presentó la solicitud de apertura del concurso preventivo judicial en la Mesa de Entradas, por lo que los actos realizados ese mismo día podrán ser oponibles al concurso. 

I. Consideraciones generales
La reforma introducida por la ley 26.684 ha significado, sin lugar a dudas, una reformulación de algunos de los aspectos fundamentales de nuestra normativa concursal. No obstante, como lo ha indicado acertadamente Gebhardt, "la celebración, empero, debe ser módica y la mirada del operador jurídico atenta y preocupada, por cuanto los altos y ponderables objetivos del nuevo texto legal no constituyen respuestas que animen inversiones ni esfuerzos empresarios", (1) máxime a la luz de las ostensibles deficiencias técnicas que exhibe el texto de la Ley 26.684 y que alcanza su punto máximo con la nueva regulación del cramdown a través del novedoso artículo 48 bis, con relación al cual se ha sostenido que "no admite ninguna interpretación racional", (2) y que "lo trascendente y preocupante es la idea del legislador de permitir a la cooperativa hacerse del control para conducir —o administrar— la quiebra inminente e inevitable, toda vez que nadie, como se ve, ha logrado reestructurar el pasivo". (3)
Entre las diversas normas cuya letra ha sido objeto de modificaciones con la sanción de la Ley 26.684, encontramos la disposición contenida en el artículo 16 de la normativa concursal. Con relación a este precepto legal, podemos efectuar las siguientes observaciones:
a. En cuanto a los "actos prohibidos" y "actos sujetos a autorización judicial", la reforma ha conservado el texto del régimen anterior, sin introducir modificación alguna con respecto a estas limitaciones al accionar del concursado en ejercicio de la administración "atenuada" de su patrimonio.
b. Por otra parte, en lo atinente al "pronto pago de créditos laborales", Casadío Martínez indica que "se mantienen en líneas generales las pautas ya previstas en la L.C.Q. en su redacción por Ley 26.086"; (4) no obstante, la nueva ley concursal presenta nuevos supuestos de créditos prontopagables, incorporando nuevos rubros indemnizatorios que gozarán de este beneficio, y suprimiendo la mención de otros créditos antes incluidos en la norma.
c. Con el fin de atender el pronto pago de los referidos créditos, la Ley 26.684 eleva el porcentual aplicable sobre los ingresos brutos de la concursada, estableciéndose en la actualidad una afectación del tres por ciento (3%) mensual.
d. Asimismo, la nueva ley establece que, en el marco del "plan de pago" que confeccionará el síndico, deberá preverse un tope máximo para efectuar el pago a los acreedores cuyos créditos gocen del beneficio del pronto pago.
e. Finalmente, se dispone la posibilidad de que el juez, con carácter excepcional, autorice el pago de "aquellos créditos amparados por el beneficio y que, por su naturaleza o circunstancias particulares de sus titulares, deban ser afectados a cubrir contingencias de salud, alimentarias u otras que no admitieran demoras".
A continuación analizaremos detalladamente cada uno de estos aspectos, a los fines de efectuar una cabal comprensión de sus fundamentos y su aplicabilidad a la luz del nuevo esquema legal introducido por la Ley 26.684.
II. Actos prohibidos y actos sujetos a autorización judicial
Conforme lo señala Villanueva, en tanto la ley concursal consolida el principio según el cual el deudor permanece en cabeza de su patrimonio (art. 15), la disposición contenida en el artículo 16 "establece las situaciones que quedan fuera de su ámbito de facultades, y delimita los alcances de las que conserva". (5)
Según la índole del acto, la ley distingue entre:
a. Actos de libre realización: son los actos de "administración ordinaria" que hemos analizado en el comentario al art. 15 de la ley, a cuya lectura remitimos brevitatis causae.
b. Actos que requieren previa autorización judicial: son aquellos que, como rasgo distintivo, exceden la administración ordinaria del giro comercial.
c. Actos prohibidos: son aquellos que no podrán ser realizados por el deudor bajo ninguna circunstancia, "ni aun con autorización del juez o de los acreedores". (6)
En razón de que estos dos últimos supuestos son los contemplados en la norma bajo análisis, a continuación expondremos los lineamientos fundamentales que caracterizan a estas tipologías de actos.
 1. Actos prohibidos (art. 16, 1º párr.) 
En palabras de Maffía, "en primer párrafo del art. 16 hallamos la concreción más feliz del que fuera celebérrimo apotegma de par condicio creditorum". (7)
Junyent Bas y Molina Sandoval afirman que "existen ciertos actos que no están permitidos ni siquiera con autorización judicial". (8) Estos actos son establecidos en el art. 16, párr. 1º de la ley, y la ley los enuncia en dos categorías:
a. Actos a título gratuito.
b. Actos que importen alterar la situación de los acreedores por causa o título anterior a la presentación.
Cabe destacar que tanto los actos prohibidos (art. 16, párr. 1º) como los sujetos a autorización (art. 16, Incs. 5º y 6º) serán aquellos que el concursado realice ex post facto de la presentación concursal —y no desde la apertura—. (9) Ello será determinante para estimar la sujeción del acto a lo prescripto en la norma que comentamos.
Como ha sido indicado ut supra, la Ley 26.684 no ha introducido modificación alguna en este punto, conservando la citada distinción, cuyas categorías analizaremos seguidamente.
 1.1. Actos a título gratuito. 
Entre los casos de "actos prohibidos" que comportan una operación a título gratuito, Junyent Bas y Molina Sandoval enumeran las siguientes: (10)
a. Donaciones (art. 1789, C. Civ.), y todas las liberalidades, haya o no enajenación de dominio (art. 1791, C. Civ.).
b. Mutuo gratuito (art. 2243, C. Civ.).
c. Depósito (art. 2183, C. Civ.).
d. Comodato (art. 2183, C. Civ.).
e. Mandato gratuito (art. 1871, C. Civ.).
f. Fianza gratuita.
Citado por Villanueva, Cámara explica la naturaleza de esta prohibición afirmando que el concursado que ha confesado su estado de impotencia patrimonial y reclama el sacrificio de los acreedores para conjurarlo, no puede efectuar liberalidades, lesionando más su integridad patrimonial. (11)
La prohibición contenida en el art. 16 de la L.C.Q., en cuanto a la realización de actos gratuitos o que importen de alguna manera alterar la situación de los acreedores por causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo, rige desde el mismo día en que se presentó la solicitud de apertura del concurso preventivo judicial en la Mesa de Entradas (en el caso de Capital Federal, desde la presentación de la demanda en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial), por lo que los actos realizados ese mismo día podrán ser oponibles al concurso.
La jurisprudencia ha sostenido que la prohibición de alterar la situación de los acreedores por causa o título anterior a la presentación obedece a la necesidad de mantener la igualdad de los acreedores. (12) A continuación, desarrollaremos los aspectos principales vinculados a este principio.
 1.2. Actos que importen alterar la situación de los acreedores por causa o título anterior a la presentación 
Junyent Bas y Molina Sandoval explican que este postulado implica, básicamente, no otorgar preferencias no fundadas o arbitrarias o que no respondan a la categorización formulada por el concursado (arts. 41 y 42, L.C.Q.). En esta idea se incluye la cancelación de las acreencias o parte de las mismas o la constitución de garantías no otorgadas antes del concurso. Por ello, aunque estos actos no tienen naturaleza gratuita importan un quebrantamiento de la pars condicio creditorum (de fuente constitucional —art. 16, CN—). (13)
Asimismo, esta norma tiende a impedir que el deudor incurra en conducta fraudulenta, en connivencia con un acreedor, al mejorar su preferencia de cobro en el concurso frente al lógico desmedro que tendrán los demás acreedores, obteniendo el deudor concursado algún "beneficio" o "retorno" de su acreedor beneficiado.
A título ejemplificativo de estas situaciones podemos señalar: el pago por entrega de bienes; la conversión en privilegiado de un acreedor quirografario; el pago total o parcial de un acreedor frente a una total desatención de los restantes acreedores del concursado; el aumento en forma indebida de la deuda de uno de los acreedores, entre otros casos.
 2. Consecuencia de la realización de actos prohibidos 
Ante la realización de alguno de los actos prohibidos en la ley concursal (art. 16, párr. 1º), ello implicará la ineficacia de pleno derecho respecto de los acreedores (art. 17, párr. 1º). A estos últimos les será inoponible lo acordado por el concursado con el tercero; (14) no obstante, como ha sido reconocido en el plano jurisprudencial, ello no significa que el acto jurídico adolezca de nulidad, puesto que éste posee, en principio, validez entre las partes que lo celebraron. (15)
Esta declaración de ineficacia se pronunciará sin necesidad de acción o petición expresa y sin tramitación, conforme lo dispuesto por el art. 118 de la ley. (16)
En este sentido, la jurisprudencia ha resuelto que la constitución de hipoteca sobre inmuebles de la fallida a favor de un banco, y habiéndose realizado esta operación sin contraprestación alguna, resulta inobjetablemente un acto a título gratuito que, como tal, es ineficaz de pleno derecho en los términos del art. 17, párr. 1º. (17)
 3. Actos que requieren autorización judicial previa 
Regula el art. 16 de la L.C.Q., en su último párrafo, que el concursado debe requerir previa autorización judicial para realizar cualquiera de los siguientes actos:
 a. los relacionados con bienes registrables;
 b. los de disposición o locación de fondos de comercio;
 c. los de emisión de debentures con garantía especial o flotante;
 d. los de emisión de obligaciones negociables con garantía especial o flotante;
 e. los de constitución de prenda;
 f. los que excedan de la administración ordinaria de su giro comercial.
Afirma Ciminelli que la estimación del pedido de autorización judicial deberá ser efectuado conforme a específicas pautas de valoración, "que además constituyen como contrapartida carga de prueba del peticionante:
a. Conveniencia para la continuación de las actividades del concursado;
b. Protección de los intereses de los acreedores". (18)
Lo que la ley pretende evitar es que el patrimonio del concursado se deshaga, y busca, con esta valla (la autorización judicial previa), mantener los bienes del concursado tal como se encontraban, en la medida de lo posible, a la fecha de la presentación en concurso.
La jurisprudencia ha dispuesto que deberá gestionarse la autorización judicial cuando el acto "apareja significativos gastos de conservación, resulta antifuncional para el desarrollo de la actividad comercial del concursado y es inconveniente para la economía de los intereses comprometidos en el concurso". (19)
Resulta claro de los términos de la ley, que los actos sujetos a autorización judicial requieren que ésta sea previa, aventando cualquier disquisición en torno a la posibilidad de concederla ex post facto. Se pregunta Cámara: "¿Cuáles negocios exceden la administración ordinaria? La fórmula de Orgaz para los actos de disposición resulta ajustada: aquellos actos que importen o no una enajenación, alteran sustancialmente los valores productores del patrimonio, los que forman su capital, o bien que comprometan por largo tiempo su porvenir o destino: v. gr., contrato de locación por el término legal máximo que merma el valor del inmueble en caso de enajenación". (20)
En cuanto a la oportunidad para peticionar la autorización, se ha resuelto que "la sentencia que decreta la apertura del concurso preventivo constituye la línea divisoria desde la cual el deudor debe solicitar la autorización judicial en los supuestos que la normativa concursal así lo indica". (21)
Por otra parte, la jurisprudencia ha ratificado que los actos autorizados deben condecirse con el destino requerido —y conforme al cual se ha obtenido la venia judicial—; por lo tanto, se ha dispuesto que "el concursado no puede, por ejemplo, modificar el destino de los fondos obtenidos por la venta de determinados activos, cuando se autorizó su enajenación con la finalidad de aplicar su producido al pago de la primera cuota concordataria". (22)
Cabe destacar que la enumeración legal de actos que se encuentran sujetos a autorización judicial es meramente enunciativa, por lo que resulta "comprensiva de otras situaciones que puedan exceder el concepto de administración ordinaria del giro comercial", (23) "siendo fundamental para dicha apreciación determinar si el acto disminuyó la garantía de los acreedores representada por su patrimonio". (24) Será necesario, a los fines de efectuar la pertinente distinción entre actos ordinarios y extraordinarios de administración, realizar un examen concreto en cada caso; (25) adquiriendo relevancia "no sólo la magnitud del negocio, sino su incidencia sobre la factibilidad de continuación de la explotación y los períodos involucrados". (26)
Con relación al procedimiento para solicitar la autorización para realizar un acto jurídico, deberá el concursado, único legitimado para pedir la autorización dado que conserva la administración de su patrimonio, presentar un escrito brindando todos y cada uno de los fundamentos que crea convenientes para la realización del acto en cuestión, pieza con la cual el juez deberá, a tenor de lo dispuesto en el art. 280, formar un incidente de autorización.
Conforme lo anterior, en el escrito inicial deberá ofrecerse toda la prueba que se estime correspondiente y agregarse toda la documentación.
Si el juez estima que la solicitud es manifiestamente improcedente deberá ser rechazada, siendo luego inapelable.
Sustanciado el procedimiento previsto para los incidentes, la resolución final que recaiga en él, a tenor de lo dispuesto por los arts. 273, Inc. 4º y 285, será apelable. Nos inclinamos por la apelabilidad de esta resolución judicial.
 4. ¿Desde cuándo rige la obligación de solicitar la autorización judicial? 
Conforme ha sido indicado anteriormente, la resolución de apertura del concurso preventivo judicial es la línea divisoria a partir de la cual se debe recurrir a peticionar la autorización judicial, en el caso de querer realizar un acto sujeto a este requisito previo. Maffía, con agudeza, se pregunta: "¿Es que las limitaciones del art. 17 (art. 16, L.C.Q.) sólo rigen desde la sentencia, y por lo tanto todo vale antes de esa decisión, aun después de pedido el concurso preventivo?"; (27) parecería que la respuesta es afirmativa, dado que el presente artículo se encuentra ubicado dentro del capítulo de la ley que trata sobre los efectos de la apertura del concurso preventivo, con lo cual antes de ella, no se producen las limitaciones previstas por la ley de concursos; es sólo a partir de la sentencia de apertura del concurso preventivo que tenemos concursado, antes no.
Concluye el citado autor que: "Parece natural que si la ley, antes de la apertura, no pone límites al deudor en el manejo de sus negocios, todo acto lícito será válido, incluso donaciones, pagos anticipados, constitución de gravámenes, etc., pero también parece razonable que desde el mismo momento en que ocurre a sus acreedores para que lo ayuden a salir de sus problemas, sobre la base de un confesado estado de insolvencia, el deudor se someta a un orden de rigurosa seriedad en sus actividades". (28)
III. Pronto pago de créditos laborales. Reformas introducidas por la Ley 26.684
A modo introductorio, resulta oportuno recordar lo expuesto por Junyent Bas y Molina Sandoval acerca del instituto del pronto pago, destacando que presenta una "naturaleza ambivalente: ya que desde la óptica del concursado, conforma una 'autorización' que se le concede para atender un crédito de causa anterior a su presentación en concurso (y de ahí una aparente justificación de la incorrecta ubicación metodológica) y desde el punto de vista del trabajador, es una 'manifestación del ejercicio de su derecho creditorio' de percibir rápidamente su acreencia atento su naturaleza alimentaria". (29) En razón de esto último, se ha sostenido que este instituto es insusceptible de interpretaciones extensivas con relación a su alcance. (30)
La reciente reforma al modelo concursal, con la sanción de la Ley 26.684, ha introducido una serie de modificaciones en el artículo 16, todas ellas concernientes al ámbito laboral, a saber:
a. Se incluyen nuevos rubros indemnizatorios dentro de los créditos prontopagables, incluyéndose también a aquellas que se encuentran "previstas en los estatutos especiales, convenios colectivos o contratos individuales".
b. Se incrementa el porcentaje del 1% al 3% del ingreso bruto de la concursada, para ser aplicado al pago de los créditos laborales.
c. Se establece un tope máximo para el pago a los acreedores prontopagables de cuatro salarios mínimos vitales y móviles. (31)
d. Se autoriza al magistrado a pagar en forma urgente créditos laborales necesarios para cubrir contingencias de salud, alimentarias u otras que no admitan demoras.
e. Se suprime la referencia a las indemnizaciones previstas en los art. 6 a 11 de la ley 25.013, y en el art. 16 de la ley 25.561.
f. Se modifica el cuarto párrafo del art. 16 respecto de la potestad judicial para denegar la procedencia de un crédito prontopagable.
Los créditos laborales tutelados por este instituto no sólo tienen una preferencia cuantitativa, sino que además cuentan con una prelación temporal en tanto y en cuanto no deben esperar las resultas de la liquidación general, argumento que ha tenido recepción en el plano jurisprudencial. (32)
Agrega Gebhardt que el párr. 1º del art. 16 modificado por la ley 26.086, en su anterior redacción, constituía una reformulación más acabada del anterior art. 17 de la ley 19.551. En el texto vigente se ha mantenido lo que los autores consideraron como el objetivo determinante de este instituto, esto es, hacer efectiva la tutela que corresponde al acreedor laboral aun cuando su crédito tenga origen anterior al concursamiento. En tal sentido se prevé un trámite rápido en el cual sólo se necesita el dictamen del síndico, sin necesidad de verificación del crédito (es decir, sin recurrencia al procedimiento de los arts. 32 y ss., L.C.Q.) ni sentencia en juicio laboral previo. (33)
El pronto pago procederá "en los casos de las remuneraciones debidas a los trabajadores del cessatus por cualquier crédito emergente de la relación laboral, que goce de privilegio general o especial y que surja del 'Informe' que debe elaborar el síndico". (34)
En cuanto a la oportunidad en que operará el beneficio de pronto pago, se ha resuelto que "tiene utilidad únicamente durante el tiempo en que transcurre entre la presentación en concurso preventivo y la homologación del acuerdo. Superado tal período, carece de sentido considerar el pronto pago puesto que, o bien se tratará de un crédito quirografario regido por el acuerdo y que por ende no puede ser reclamado por dicha vía —sólo en el tiempo y forma determinado por el acuerdo—, o bien se tratará de un crédito privilegiado, que no requerirá de la vía estudiada para ser liquidado inmediatamente". (35)
La jurisprudencia ha reconocido que la admisión del pronto pago de un crédito debe contar en forma inexorable con sustento legal; en razón de ello, se dispuso el rechazo del pronto pago de un crédito derivado de los honorarios de un letrado por su labor en un juicio contra el concursado, "por cuanto no se encuentra comprendido ni en el elenco originario de los créditos pasibles de aquel beneficio, ni en el nuevo ampliado por la ley 26.086". (36) Cabe recordar que este elenco ha sido objeto de una nueva ampliación con la sanción de la ley 26.684, por lo que los argumentos precitados son igualmente aplicables al esquema actual de supuestos de créditos prontopagables.
Se ha resuelto, por otra parte, que la decisión judicial debe ser dictada independientemente de que existan o no fondos para tornar efectivo el abono del crédito. (37) En apoyo a esta posición, Heredia sostiene que "la declaración del derecho corre por sus propios carriles, con abstracción de la posibilidad efectiva del cobro". (38)
A esta altura, puede advertirse que las características expuestas por la distinguida doctrina precitada perduran en el ordenamiento concursal modificado por la ley 26.684. Podría decirse, pues, que sus rasgos han sido claramente consolidados en orden a impulsar una más efectiva protección de las acreencias laborales, lo cual conduce a afirmar que los fundamentos que motivaron el surgimiento del instituto del pronto pago conservan su vigencia en esta nueva adecuación del régimen concursal a los tiempos actuales.
 1. Fundamentos de la norma legal 
En el pronto pago, se origina una suerte de nexo entre principios del derecho del trabajo y de la seguridad social y postulados eminentemente concursales, otorgando un tratamiento preferencial a los dependientes del empresario concursado a fin de que procedan a percibir las remuneraciones caídas, dado su carácter alimentario, sin necesidad de que tengan que esperar el desarrollo del proceso concursal en toda su extensión. Ello, por lo menos, en el plano teórico, puesto que en la práctica hemos visto en reiteradas ocasiones que estos principios no son cumplidos en su totalidad.
Destaca Carcavallo que ante la redacción del párr. 1º del art. 16 y la de los arts. 241, Inc. 2º y 246, Inc. 1º, los créditos laborales pasibles del pronto pago son los anteriores a la "presentación", o a la apertura del proceso colectivo y que, tratándose del concurso, los salarios que se devenguen con posterioridad a la apertura no se encuentran comprendidos en la excepción, debiendo abonarse en tiempo y forma sin necesidad de trámite alguno, ni de orden judicial; ello es así porque el concursado conserva la administración de su patrimonio (art. 15) y porque el concurso no implica la paralización de sus actividades, de donde nunca podría supeditarse el pago de salarios a trámites o recaudos incompatibles con su naturaleza alimentaria y con los estrictos plazos legales. (39)
El régimen introducido por la ley 26.086 y profundizado por Ley 26.684 reconoce explícitamente su fundamento en antecedentes jurisprudenciales de la Provincia de Mendoza y de la Capital Federal. Así lo explicó en 2006 la senadora Negre de Alonso en el mismo debate, al señalar que el juez Mosso —desde el interior del país— y el juez Vassallo —desde la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— han sido precursores de este nuevo instituto. En sus fallos, cuestionaron el concepto de la ley 24.522 que pregonaba la satisfacción de los pronto pagos con el resultado de la explotación. En este sentido, la legisladora se preguntó: "¿Pero qué es resultado de la explotación? ¿Es ganancia, o sea, ingresos menos egresos? ¿Es ganancia líquida? ¿Cuándo la concursada va a tener ganancia líquida o remanente? ¿Es ingreso bruto? ¿Qué es resultado de la explotación para pagarle a ese trabajador que hasta a lo mejor depende de la remuneración que no se le abona?". (40)
La motivación principal del legislador que sancionó la reforma de la ley 26.086 fue consolidar el pago y materializar la afectación de un porcentaje mensual extraído de los ingresos brutos empresariales, lo que, según el senador Fernández en el mismo debate parlamentario, convierte al pronto pago no en una declamación, sino en una cuestión concreta y puntual. (41) Ahora bien, conforme veremos seguidamente, con la sanción de la ley 26.684 se establece la elevación del porcentaje del 1% al 3%, aclarándose a este respecto que dicho monto se calcula sobre el ingreso bruto mensual de la concursada. Casadío Martínez señala que este incremento obedece a una "clara intencionalidad de fomentar el instituto", aunque algunas controversias siguen sin ser resueltas explícitamente, citando como ejemplo el interrogante acerca de si corresponde descontar el IVA o no, con relación al porcentual de afectación de ingresos brutos. (42)
Lamentamos que no se haya aprovechado la oportunidad para aclarar ciertos puntos oscuros que se debatieron en doctrina a partir de la sanción de la ley 26.086, y que se mantiene invariables en la ley 26.684.
 2. Requisitos y trámite de admisibilidad del pronto pago de oficio 
El pronto pago, tal cual fuera estructurado por la Ley 26.086 y mantenida su estructura en la actual reforma según ley 26.684, puede dividirse en dos etapas procesales completamente diferentes.
I. Por un lado nos encontramos con la novedosa figura del "pronto pago de oficio", el cual prevé un saneamiento inicial anticipado de las acreencias laborales. Este proceso supone que en el plazo de 10 días de emitido el informe inicial del síndico que establece el art. 14 Inc. 11 L.C.Q., el juez del concurso autorizará el pago de los pasivos laborales previstos en la normativa bajo análisis.
Se señalan varios requisitos que deberá cumplir todo acreedor laboral para que el beneficio que supone el pronto pago se haga efectivo de oficio, a saber:
 a. que el crédito sea anterior a la presentación en concurso;
 b. que se encuentre comprendido entre los rubros previstos en el texto legal;
 c. que esté comprendido dentro del informe inicial dispuesto por el art. 14 Inc. 11 L.C.Q.
 d. que haya fondos disponibles, lo que resultará de lo dictaminado por el síndico en el informe del art. 14 Inc. 12 L.C.Q.
 e. que el juez autorice el pronto pago de dicho crédito.
II. Por otra parte, la segunda hipótesis consiste en la petición de pronto pago por el trabajador, en el expediente del concurso, "aun cuando alguna doctrina entiende que puede realizarse ante el síndico directamente". (43)
En tanto el pronto pago constituye una "verificación sumaria", la petición deberá contener (44):
a. Identificación del trabajador.
b. Denuncia del domicilio real.
c. Constitución de domicilio especial.
d. Solicitud del momento del crédito.
e. Causa del crédito.
f. Documentación pertinente, a presentar en forma conjunta con la petición.
La doctrina ha sostenido que la articulación de la solicitud puede efectuarse a través de mandatario, bastando para ello la presentación de carta poder. (45)
En cuanto a la notificación de la demanda de pronto pago, ésta debe concretarse por cédula (art. 281, párr. 3º, L.C.Q.). El síndico contará con un plazo de diez días para contestar acerca de la procedencia o no del pronto pago. (46)
Considerando en particular cada uno de los requisitos, podemos señalar que, en virtud de lo dispuesto por el art. 32, el crédito laboral que pretenda obtener el derecho de pronto pago deberá ser, necesariamente, por causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo del deudor. Esta cuestión es regulada en la sección correspondiente a la verificación de las acreencias en el pasivo concursal, pues la apertura del concurso preventivo judicial alcanza, en sus efectos, a todos los acreedores por causa o título anterior. Explica Negre de Alonso que el art. 16 no lo establece en forma explícita respecto del pronto pago, pero ello surge naturalmente, dado que la única diferencia que existe entre estos acreedores con relación al resto es la forma rápida de cobro. (47)
 3. Créditos beneficiados con el pronto pago; enumeración de rubros indemnizatorios contemplados, según ley 26.684 
Con la sanción de la ley 26.086 del año 2006, se había expandido el listado de créditos beneficiados con el pronto pago. Por su parte, la ley 26.684 completó algunas cuestiones respecto a estos supuestos, quedando el elenco de créditos prontopagables conformado por los siguientes conceptos:
1. Las remuneraciones debidas al trabajador en concepto de salarios, horas extras y demás rubros remunerativos comprendidos en los convenios colectivos de trabajo; por ejemplo, los premios por productividad que integran la remuneración normal mensual y habitual del trabajador.
2. Las indemnizaciones por accidentes de trabajo o enfermedades contenidas en la Ley de Riesgos de Trabajo, 24.557.
3. Los créditos derivados de la sanción conminatoria mensual por retención de aportes del trabajador contenida en el art. 132 bis.
4. La indemnización prevista en el art. 212 de la ley laboral (disminución de capacidad laboral del trabajador, a causa de accidente o enfermedad)
5. Las indemnizaciones sustitutivas del preaviso de los arts. 232 y 233 de la ley 20.744 de Contrato de Trabajo:
6. Las indemnizaciones por antigüedad o despido, por despido indirecto, por extinción del contrato de trabajo por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo, por antigüedad en caso de extinción del contrato de trabajo por muerte del trabajador, por extinción del contrato de trabajo por vencimiento del plazo, por extinción del contrato de trabajo por quiebra o concurso del trabajador, por extinción del contrato de trabajo por jubilación del trabajador y por extinción del contrato de trabajo por incapacidad o inhabilidad del trabajador contenidas en los arts. 245 a 254 de LCT.
7. Las indemnizaciones agravadas que sanciona el despido por causa de embarazo, o por no cumplir con los descansos diarios por lactancia, o la indemnización por despido por causa de matrimonio previstas en los arts. 178, 180 y 182 de la LCT.
8. Las indemnizaciones previstas en la ley 25.877, la cual deroga la ley 25.250 y sus normas reglamentarias.
9. La indemnización que contempla la duplicación de los montos a percibir por el trabajador en caso de ausencia o deficiencia de registración de la relación laboral al momento del despido; asimismo las que agravan el monto compensatorio ante la intimación fehaciente y negativa del empleador que obligó al empleado a perseguir el cobro judicial o instancia previa pertinente, contenidas en los arts. 1 y 2 de la ley 25.323.
10. La estructura compensatoria de los arts. 8, 9, 10, 11 y 15 de la Ley de Empleo 24.013 que sanciona al empleador que no registrare una relación laboral, o la registrare de manera fraudulenta.
11. La indemnización prevista en los arts. 44 y 45 de la ley 25.345 de Prevención de la Evasión Fiscal (obligaciones en materia de seguridad social; pago o retención de aportes, debida registración, certificado de trabajo).
12. La indemnización prevista en el art. 52 de la ley 23.551 de Asociaciones Sindicales.
13. Las indemnizaciones previstas en los estatutos especiales, los convenios colectivos de trabajo y/o el contrato individual de trabajo que gocen de privilegio general o especial y que surjan del informe mencionado en el Inc. 11 del art. 14.
Este extenso listado de créditos beneficiados demuestra la intención del legislador de replicar acabadamente la universalidad del régimen compensatorio que pueden abarcar los diversos conflictos derivados de una truncada relación laboral, ejerciendo activamente la defensa del carácter alimentario del crédito laboral a partir del pronto pago.
Gebhardt sostiene que, con la reforma introducida en este punto por la ley 26.684 en el nuevo Inc. 13, se concluye la discusión acerca de si la enumeración prevista en la norma bajo estudio debía entenderse en carácter taxativo o ejemplificativo. El criterio propiciado por la reforma, en este sentido, resulta a todas luces observable: "Toda acreencia laboral que tenga privilegio —cualquiera sea— está alcanzada por la tutela del pronto pago. Hubiera sido más fácil expresarlo así y hubiera mejorado la técnica legislativa, pero al margen de tal observación, la conclusión es clara e inequívoca en el sentido de que la enumeración es sólo ejemplificativa, debiendo ser su interpretación amplia, en el sentido de no dejar afuera a ningún crédito laboral que tenga privilegio". (48)
Partiendo de los supuestos antes citados, se estructura un procedimiento que se inicia con el informe inicial del síndico establecido en art. 14 Inc.11 L.C.Q. Este informe se confecciona a los efectos de determinar la base de acreencias laborales que serán consideradas por el juez en cuanto este informe representa una manifestación técnica sobre la legitimidad de los pasivos laborales denunciados, y la existencia de otra deuda legítima que no esté controvertida.
El siguiente requisito para la procedencia del pronto pago de oficio consiste en que existan fondos líquidos disponibles (no ganancias). Debe destacarse que esto surgirá del informe mensual del art. 14 Inc. 12 L.C.Q. La ley declara tajantemente que los créditos serán abonados en su totalidad, si existieran fondos líquidos disponibles; por ello, el sistema de pronto pago definido por la ley 26.086 y sostenido en su esencia por la ley 26.684, sustituye la expresión de "resultado de la explotación" —de la anterior redacción— por "fondos líquidos disponibles".
Finalmente, el último recaudo consiste en el otorgamiento de la correspondiente autorización por parte del juez. Este requisito será necesario para emprender el pronto pago en caso que existan fondos líquidos disponibles, lo que resulta en nuestra opinión una herramienta indispensable para asegurar la congruencia y organicidad del régimen concursal.
La redacción del art. 16, párr. 2º, concreta una fórmula preceptiva que se impone al juez: "autorizará el pago". La función de determinación del vínculo laboral que constituye la causa del crédito y su monto está a cargo del síndico, que actúa como experto que realiza un cometido típico del arte o profesión que constituye el ámbito de su competencia y cuyo dictamen guarda notoria similitud con la tarea del perito experto vinculante para el juez, consagrada en múltiples casos del ordenamiento legal. (49)
Pero entendemos que el art. 16 L.C.Q. debe ser abordado desde el punto de vista según el cual el juez y el síndico habrán de analizar los fondos líquidos en cuanto a su "disponibilidad", característica ésta relacionada estrictamente con la "posibilidad" de abonar la totalidad de los créditos beneficiados con el pronto pago. El "análisis de realidad", en este sentido, permitirá soluciones que equilibren el principio regente de conservación de empresa con el instituto del pronto pago.
Esto es así, por lo que el legislador expresamente previó un sistema alternativo por el cual contempla el probable caso de que no existan fondos líquidos disponibles para afrontar la totalidad de los créditos laborales especificados. Así las cosas, el síndico deberá elaborar un plan de pago proporcional a los créditos y sus privilegios que afecte, a partir de la entrada en vigencia de la ley 26.684 el 3% mensual del ingreso bruto de la concursada a la satisfacción progresiva de las referidas acreencias. Asimismo, mensualmente en el informe del art. 14 Inc. 12 L.C.Q., el síndico deberá ejercer un estricto control del flujo de fondos de la concursada, dejando constancia en cada informe la existencia de fondos líquidos disponibles con el fin de abonar la totalidad de los pronto pagos o bien readecuar el plan de pronto pago obrante.
 4. Pago de los créditos laborales no incluidos en los listados de trabajadores emanados del deudor concursado 
Integrando el sistema expuesto, la reforma de la ley 26.086 —que la ley 26.684 conserva, en este aspecto, sin modificación alguna— mantiene el método de pronto pago a petición del interesado para aquellos créditos laborales que no hayan sido reconocidos en el informe del síndico que pretende primeramente aprehender la universalidad del pasivo laboral del concursado.
El punto de partida aparece con el informe que debe realizar el síndico respecto de los créditos laborales denunciados por el deudor concursado, conforme lo dispuesto en el artículo 14, Inc. 11, Inc. a (versión ley 26.684). En opinión de Dasso, allí donde dice "en el listado que establece el art. 14 Inc. 11" alude a los pasivos laborales que debió denunciar el deudor al presentarse (art. 11, Inc. 5º) y a los otros créditos laborales que, aunque no denunciados resulten de la auditoría a cargo del síndico y ello así porque de los dos tamices de la autorización al pronto pago del art. 16, II es dirimente el "pronunciamiento" del síndico vertido como fruto de su labor de auditoría. (50)
En cuanto a la auditoría que deberá ser realizada por el síndico, orientada a la determinación de la existencia de otros créditos laborales y la constatación del cumplimiento de los demás requisitos legales y contables, Martorell explica que "esto, en la práctica, podrá implicar:
a. Una ratificación de los datos aportados por el cessatus; hipótesis ésta en la cual estaremos ante el 'prontísimo pago' al que se refiere Ariel Dasso; (51)
b. Una rectificación de aquélla, ya fuera por observarse allí datos erróneos pasibles de corrección u omisiones de menor o mayor significación, lo que producirá una 'vía expedita' para el 'pronto pago' sobre los valores corregidos (léase, sobre los créditos laborales recalculados), o determinados por la sindicatura; o,
c. Una opinión adversa de la sindicatura, por no haber podido corroborar en la '... auditoría de la documentación legal y contable' efectuada, la existencia y/o legitimidad del crédito cuyo 'pronto pago' se requiere". (52)
Gebhardt destaca que se prevé un trámite rápido en el cual sólo se necesita el dictamen del síndico, sin necesidad de verificación del crédito (es decir, sin recurrencia al procedimiento de los arts. 32 y ss., L.C.Q.) ni sentencia en juicio laboral previo. (53) Esta solución ha sido receptada, complementariamente, en el plano jurisprudencial. (54) Barbieri, a su vez, expresa que este sistema de pronto pago debe peticionarse y fundarse por el acreedor interesado en el expediente del concurso. Ello elimina cualquier posibilidad de declaración de oficio por el juez del concurso o por el síndico designado en el proceso. (55)
Ferrer (56) opina que la participación del deudor es imperativa, porque de lo contrario se violaría el derecho de defensa en juicio del concursado. Más aún, si se reconoce la legitimación procesal del deudor concursado o quebrado, para poder ejercer su derecho de defensa frente a la pretensión de insinuación de créditos de ambos procesos, no se advierte por qué razón puede cercenarse dicha facultad en el supuesto de pronto pago de los créditos laborales, procedimiento mediante el cual no sólo se reconoce la existencia de un crédito sino que se ordena su abono inmediato.
En forma coincidente, se ha sostenido en el plano jurisprudencial que "aun cuando la Ley de Concursos no prevé el traslado a la concursada en el trámite de la solicitud de pronto pago de créditos laborales, la misma debe ser inexorablemente sustanciada a fin de resguardar convenientemente el derecho constitucional de defensa en juicio del concursado, quien no ha perdido la administración de su patrimonio y ergo, se encuentra legitimado para intervenir en incidentes que, en caso de prosperar, implican una disminución de su activo". (57)
Acontecido el informe del órgano sindical y, desde luego, habiendo manifestado el concursado lo que en derecho estime corresponder, deberá el juez del concurso dictaminar sobre la procedencia o no del pedido de pronto pago. De hacer lugar a lo solicitado por el acreedor laboral, deberá el juez dar la orden al concursado para que pague dicha suma al trabajador. Con relación al rechazo de las solicitudes de pronto pago, sólo podrán ser denegadas en forma total o parcial mediante resolución fundada por el juez del concurso, cuando los créditos reclamados no estén registrados en la documentación laboral y contable del empleador concursado, en el caso de que dichos créditos fuesen controvertidos, o existan dudas sobre su legitimidad, o haya alguna sospecha (del juez, del síndico, o del comité de acreedores) de connivencia entre el trabajador y el concursado. Entendemos que las causales de rechazo de la solicitud del pronto pago son taxativas.
Finalmente, la redacción de la norma que dice "puede" y no "debe" parecería establecer que estos requisitos no son vinculantes para el juez; es decir que, a pesar de no manifestarse los mismos, el juez podría igualmente acoger la petición de pronto pago. (58)
Respecto a las costas, si la petición de pronto pago fue denegada, sólo procederá su imposición al trabajador si hubiere connivencia, temeridad o malicia.
 5. La sentencia decide sobre el pronto pago a petición del interesado 
Dispone la norma en estudio que "Previa vista al síndico y al concursado, el juez podrá denegar total o parcialmente el pedido de pronto pago mediante resolución fundada, sólo cuando existiere duda sobre su origen o ilegitimidad, se encontraren controvertidos o existiere sospecha de connivencia entre el peticionario y el concursado. En todos los casos la decisión será apelable".
Por lo tanto, al momento de resolver el juez del concurso sobre los créditos no admitidos en el listado del síndico del art. 14, Inc. 11, L.C.Q., que hayan presentado las solicitudes de pronto pago, y en el caso de haber sido verificadas la legitimidad de los pagos reclamados y la efectiva existencia de dichas acreencias, ello significará la verificación del crédito en el pasivo concursal.
La innovación de la ley 26.086 —sostenida en la ley 26.684—, en este punto, expresamente establece que este segundo sistema de pronto pago está dirigido principalmente a concretar una vía sumaria de verificación.
Frente a esta hipótesis podrá plantearse que la sentencia que lo admita no supondría la inclusión en el monto computable al que hace referencia el pronto pago de oficio. La cuestión será, al menos, discutible, considerando la escasa claridad del texto legal.
No obstante, juzgamos factible que la admisión del pronto pago a petición del interesado significará la incorporación en el universo de los créditos laborales calculables por el síndico a fin de ser abonados primordialmente. Asimismo se reconoce que esta resolución será apelable, ya sea por la concursada, en caso de admisión, o por el trabajador si ha sido denegado.
La metamorfosis indicada le brinda a esta resolución el carácter de cosa juzgada material. Nuevamente el legislador intenta ir tras los pasos de decisiones jurisprudenciales (59) que definieron el agravio irreparable que esta resolución puede traer aparejado para el acreedor o deudor.
A continuación de consagrar el carácter apelable de la resolución judicial denegatoria del pronto pago, según Dasso, y luego de una breve referencia a la resolución que lo admite (art. 16, párr. 6°) en el párr. 7° agrega: "La resolución que deniega el pronto pago habilitará al acreedor para iniciar o continuar el juicio de conocimiento laboral ante el juez natural". Cualquiera fuere el apelante, es patente que la resolución denegatoria no estará firme mientras se sustancie el recurso ante la alzada y, por ello, la habilitación al deudor para promover o continuar el juicio laboral ante el juez natural —que consagra el párr. 7° trascripto— recién acontecerá cuando asumiere res iudicata la sentencia que recayere en la sede concursal, pues de otro modo operaría una inadmisible superposición de acciones entre las mismas partes, por un mismo objeto y con idéntica causa. (60)
A partir de la reforma introducida por la ley 26.086, el decreto judicial denegatorio resulta susceptible de apelación por parte del trabajador. Así, la resolución que deniegue el pronto pago permite al trabajador iniciar o continuar el reclamo de su crédito en un juicio de conocimiento ante el juez natural, es decir del fuero laboral. Calificada doctrina señala, con acierto, que esto producirá un desgaste jurisdiccional que no contribuirá a la anhelada defensa de la hipo suficiencia de los trabajadores, que llegarán "tarde" al cobro de sus acreencias, pues deberán transitar el doble camino procesal, en su propio fuero y luego requiriendo la verificación del crédito ante el juez concursal, en todos aquellos casos en donde no sea viable el pronto pago o éste haya sido denegado por la justicia comercial. En realidad, hablando en estos tiempos de "memoria y verdad histórica", bajo el "velo" de división de trabajo tribunalicio, los sectores interesados han olvidado la falta de eficacia que la "dualidad" de fueros significó durante toda la vigencia de la ley 19.551. (61)
IV. Límite máximo de pago a los acreedores prontopagables
Con la sanción de la ley 26.684, se establece un tope máximo individual para efectuar el pertinente pago a los acreedores cuyos créditos estén incluidos en el régimen de pronto pago.
El art. 16 dispone que el síndico debe confeccionar "un plan de pago proporcional a los créditos y sus privilegios"; con la modificación introducida por la precitada ley, se prevé que, a los fines de la realización de dicho plan de pago, no podrá exceder cada pago individual, en cada distribución, "un monto equivalente a cuatro -4- salarios mínimos vitales y móviles".
Casadío Martínez opina que "con ello se pretende favorecer a los trabajadores con acreencias de menor monto cuando existan otros con sumas elevadas de indemnizaciones y que haciendo una distribución proporcional se llevarían la mayor parte del dividendo. Ahora estos últimos deberán aguardar lapsos mayores para cobrar sus acreencias, beneficiando a aquellos otros". Asimismo, agrega que, en forma indirecta, la imposición de este límite máximo de pago individual significará un beneficio para "aquellas empresas con elevados ingresos brutos y elevadas sumas adeudadas a los trabajadores que eventualmente verán reducido el porcentual real destinado a los 'pronto pago'". (62)
V. Autorización de pago de créditos afectados a contingencias urgentes ("acreedores involuntarios")
La ley 26.684 ha introducido una hipótesis excepcional de autorización del pago de créditos dentro del régimen del pronto pago, cuando "por su naturaleza o circunstancias particulares de sus titulares, deban ser afectados a cubrir contingencias de salud, alimentarias u otras que no admitieran demoras".
Por lo tanto, el juez estará habilitado para conceder la autorización de pronto pago en tales supuestos en procura de la satisfacción de necesidades urgentes que requieren, para ello, la respectiva disponibilidad de fondos. Con respecto a este punto, Casadío Martínez sostiene que, a pesar de contemplar la situación de estos acreedores involuntarios, también llamados extracontractuales, "la reforma no brinda una apertura total a la cuestión, sino más bien mínima, ya que repárese [en que] únicamente se protege a los créditos amparados por el beneficio (aclaramos de pronto pago) y que además cubran las características antes citadas, con lo cual aquellas acreencias que no sean prontopagables se encuentran excluidas". (63)
vi. Colofón
Como hemos visto, la ley 26.684 ha imprimido múltiples modificaciones en la normativa concursal que, indubitablemente, habrán de tener una gravitación determinante en el desarrollo futuro de los procesos concursales en nuestro país. Por otra parte, el esquema argumentativo y técnico propuesto por la reforma despierta profundas inquietudes acerca de si constituirá, en efecto, una eficaz solución ante las apremiantes circunstancias en que se desarrolla la crisis empresarial. Sus resultados, inexorablemente, estarán sometidos a la puesta en ejercicio de este nuevo esquema legal en la práctica, resultando fundamental la tarea de los operadores jurídicos en orden a brindar una respuesta a tales interrogantes.
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